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Con Proyecto de Decreto por el que se por el que se adicionan los artículos 

108 y 111 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

materia de combate a la narco-política y la impunidad de los titulares de los 

poderes ejecutivos locales 

El suscrito, diputado federal Marcelo de Jesús Torres Cofiño, así como las y los 

diputados del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la LXVI 

Legislatura de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión, con 

fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos; y el artículo 6, numeral 1, fracción I; 77; 78 y 

demás aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a 

consideración de esta soberanía la presente Iniciativa con proyecto de decreto por 

el que se adicionan los párrafos sexto y séptimo del artículo 108, y los párrafos 

sexto, séptimo y octavo, recorriéndose los subsecuentes, del artículo 111, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

México enfrenta una amenaza que ha dejado de ser excepcional para convertirse 

en un riesgo estructural: la posible infiltración del crimen organizado en los más altos 

niveles del poder público. Este fenómeno, identificado en la literatura especializada 

como “captura del Estado”, implica la cooptación de instituciones por intereses 

ilícitos capaces de influir en decisiones públicas, distorsionar la función 

gubernamental y debilitar los principios democráticos.  

Diversos organismos internacionales han advertido que la captura institucional 

constituye uno de los principales desafíos para los Estados contemporáneos, 

particularmente en contextos donde convergen debilidades institucionales, altos 

niveles de impunidad y la presencia de organizaciones criminales con capacidad 

para incidir en estructuras de gobierno. El Banco Mundial advirtió sobre los graves 

efectos del crimen organizado en América Latina y exhortó a los gobiernos a 

priorizar estrategias sostenibles que fortalezcan las instituciones y reduzcan la 

violencia. 

En su informe "Crimen Organizado y Violencia en América Latina y el Caribe", 

presentado en Washington, el Banco Mundial destacó que la expansión de las 

mafias en la región afecta negativamente la inversión, la competitividad, el capital 

humano y la calidad de los gobiernos.1 

                                                           
1 World Bank. LACER Informe Económico América Latina y el Caribe: Crimen Organizado y Violencia en América Latina y el Caribe 
(Spanish). Washington, D.C.: World Bank Group. http://documents.worldbank.org/curated/en/099052325162527944 
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En el caso mexicano, análisis recientes de centros de investigación especializados 

y organizaciones de la sociedad civil han documentado que la infiltración del crimen 

organizado en ámbitos locales de gobierno no constituye un fenómeno aislado, sino 

una manifestación de un problema sistémico que compromete la integridad 

institucional.2 

En los últimos años, diversos señalamientos derivados de investigaciones judiciales 

internacionales, particularmente en los Estados Unidos, así como reportes 

periodísticos de alto impacto, han puesto de manifiesto la vulnerabilidad del Estado 

mexicano frente a posibles esquemas de colusión entre autoridades y 

organizaciones delictivas. 

Casos recientes, entre los que destacan los señalamientos vinculados al titular del 

Poder Ejecutivo del estado de Sinaloa, Rubén Rocha Moya, así como menciones 

de otros funcionarios en investigaciones del Departamento de Justicia de Estados 

Unidos, evidencian que, con independencia de la veracidad o desenlace de cada 

imputación, el problema central radica en la ausencia de mecanismos institucionales 

que permitan al Estado mexicano actuar de manera inmediata, objetiva y sin 

interferencias políticas. 

Un Gran Jurado federal en Nueva York firmó la acusación formal S9 23 Cr. 180 

(KPF), certificada el 23 de abril de 2026, donde el fiscal Jay Clayton imputa al 

gobernador en funciones de Sinaloa hasta entonces, Rubén Rocha Moya, como 

pieza clave del Cártel de Sinaloa, facción "Los Chapitos".3 

Además, el senador Enrique Inzunza Cázarez aparece también en la acusación 

presentada en el Distrito Sur de Nueva York, donde autoridades de Estados Unidos 

señalan a funcionarios y exfuncionarios de Sinaloa por presuntos vínculos con el 

Cártel de Sinaloa. El expediente incluye señalamientos relacionados con 

narcotráfico y otras conductas, y forma parte de un proceso judicial en curso en ese 

país. 

Por otro lado, el alcalde de Tequila, Jalisco, Diego Rivera Navarro, acusado por la 

Fiscalía General de la República de extorsionar empresarios y de secuestrar a 

candidatos de su propio partido para imponer perfiles afines a un cártel, este es un 

ejemplo paradigmático de cómo las instituciones municipales se convierten en 

trincheras del crimen. Lo preocupante es que está lejos de ser un asunto aislado.4 

La falta de respuesta oportuna ante este tipo de señalamientos no sólo genera 

riesgos de impunidad, sino que debilita la confianza ciudadana en las instituciones 

públicas y compromete la legitimidad democrática. 

                                                           
2 Información consultada en línea: https://insightcrime.org/es/ 
3 Consultado en: https://www.justice.gov/usao-sdny/media/1438611/dl  
4 Información recuperada de: https://e-veracruz.mx/opinion/2026-02-10/crimen-organizado-y-su-infiltracion-en-los-gobiernos-
municipales 

https://www.justice.gov/usao-sdny/media/1438611/dl
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Independientemente de la veracidad o desenlace de cada caso, estos episodios han 

evidenciado una debilidad institucional preocupante: la incapacidad del Estado 

mexicano para reaccionar de manera automática, eficaz y despolitizada frente a 

acusaciones de alta gravedad cuando involucran a gobernadores, alcaldes, 

senadores y diputados en funciones. 

Actualmente, cuando se presentan indicios de posibles vínculos entre titulares de 

poderes ejecutivos locales y organizaciones delictivas, el sistema institucional 

responde de forma fragmentada, lenta o condicionada a decisiones polít icas, lo que 

deriva en: 

a) Impunidad estructural, al no existir mecanismos que obliguen a investigar 

sin discrecionalidad; 

b) Riesgo de captura del Estado, cuando el poder público puede ser utilizado 

para proteger intereses ilícitos, y 

c) Pérdida de confianza ciudadana, al percibirse que la ley no se aplica de 

manera igualitaria. 

El marco constitucional vigente, particularmente en lo dispuesto por los artículos 

108 y 111 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece 

el régimen de responsabilidades y los procedimientos para proceder penalmente 

contra servidores públicos. No obstante, dicho esquema presenta limitaciones 

relevantes frente a fenómenos de crimen organizado. 

Entre dichas limitaciones destacan: 

a) La dependencia de decisiones políticas para la declaración de 

procedencia, lo que puede derivar en discrecionalidad o bloqueo institucional;  

b) La ausencia de una obligación constitucional de activar investigaciones de 

manera inmediata ante indicios fundados o imputaciones formales por delitos 

graves; 

c) La inexistencia de medidas cautelares, como la separación temporal del 

cargo, que garanticen la imparcialidad de las investigaciones, y 

d) La falta de regulación específica para atender imputaciones derivadas de 

mecanismos de cooperación internacional en materia penal. 

Estas limitaciones que se observan en el texto constitucional generan un entorno 

propicio para la inacción institucional o la protección política. El crimen organizado 

ha evolucionado en sus acciones delictivas, lo que se ha reflejado en la 

diversificación de conductas que cada vez abarcan más delitos y que 

necesariamente pasan por la complicidad, inacción o participación de autoridades 

de diferentes niveles y órdenes de gobierno.  
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Cuando existen indicios de que el crimen organizado puede influir en decisiones de 

gobierno, procesos electorales o ejercicio del poder público, se configura un riesgo 

sistémico que trasciende responsabilidades individuales. 

No se debe ignorar que la posible infiltración criminal en estructuras de gobierno 

compromete la seguridad pública; debilita la democracia; distorsiona el ejercicio del 

poder y vulnera los derechos de la población. 

Es por todo lo anterior que la respuesta del Estado no puede ser ordinaria. Debe 

ser institucional, automática y jurídicamente robusta. 

La presente iniciativa busca cerrar vacíos estructurales mediante dos ejes: 

1. Activación automática de mecanismos de investigación. Se propone 

establecer la obligación constitucional de iniciar investigaciones cuando 

existan indicios fundados o imputaciones formales por delitos de delincuencia 

organizada. 

2. Eliminación de obstáculos procesales en casos graves. Se plantea permitir 

que, en supuestos específicos, se pueda proceder penalmente contra 

gobernadores sin necesidad de declaración de procedencia, así como 

establecer su separación temporal del cargo una vez vinculados a proceso. 

Estas medidas no prejuzgan culpabilidad, sino que garantizan la integridad del 

proceso y la imparcialidad institucional. 

Cabe señalar que esta propuesta respeta la presunción de inocencia, el debido 

proceso y los derechos fundamentales. Al mismo tiempo, establece que dichos 

principios no pueden traducirse en inmunidad de facto frente a delitos graves. 

Asimismo, la presente iniciativa se sustenta en los principios de supremacía 

constitucional, legalidad, rendición de cuentas y protección del orden democrático. 

Asimismo, encuentra fundamento en lo dispuesto por los artículos 21, 109 y 116 de 

la Constitución, en materia de seguridad pública, responsabilidades administrativas 

y régimen de las entidades federativas. 

Lejos de invadir competencias locales, la reforma establece un mecanismo 

excepcional de defensa del orden constitucional frente a amenazas que, por su 

naturaleza, trascienden el ámbito de las entidades federativas. Adicionalmente, el 

Estado mexicano tiene obligaciones internacionales claras en materia de combate 

a la delincuencia organizada, particularmente en el marco de la Convención de las 

Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus 
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Protocolos, la cual establece el deber de los Estados de adoptar medidas eficaces 

para prevenir, investigar y sancionar este tipo de conductas.5 

Otro elemento que no se debe omitir es que, el derecho comparado ofrece ejemplos 

relevantes de mecanismos extraordinarios para enfrentar la infiltración del crimen 

organizado en estructuras de gobierno. En Italia, por ejemplo, se prevé la disolución 

de autoridades locales ante evidencia de infiltración mafiosa; en Colombia, existen 

mecanismos de suspensión de funcionarios vinculados con grupos armados 

ilegales; y en otros sistemas democráticos se contemplan medidas cautelares que 

privilegian la integridad institucional. 

Estos antecedentes permiten afirmar que la adopción de mecanismos 

extraordinarios no sólo es compatible con el Estado de Derecho, sino necesaria 

para su preservación. 

Un elemento más que se estima relevante destacar es que la presente iniciativa se 

articula en torno a dos ejes fundamentales: a) activación automática de mecanismos 

de investigación, cuando existan indicios fundados o imputaciones formales por 

delitos de delincuencia organizada, operaciones con recursos de procedencia ilícita 

o delitos contra la salud; y b) eliminación de obstáculos procesales en casos graves, 

permitiendo proceder penalmente sin necesidad de declaración de procedencia y 

estableciendo la separación temporal del cargo a partir del auto de vinculación a 

proceso. 

Estas medidas no prejuzgan culpabilidad, sino que buscan garantizar la integridad 

institucional y la imparcialidad de las investigaciones. En este sentido, son 

compatibles con la presunción de inocencia y con los estándares establecidos por 

la Corte Interamericana de Derechos Humanos en materia de medidas cautelares.6 

Por todo lo anterior, los beneficios esperados de esta propuesta son el 

fortalecimiento del Estado de Derecho, la reducción de espacios de impunidad, 

mayor confianza ciudadana, y reglas claras ante riesgos de infiltración criminal. 

Asimismo, constituye una medida de carácter estructural que no se dirige contra 

persona o fuerza política alguna, sino que busca proteger al Estado mexicano frente 

a un riesgo que puede afectar a cualquier ámbito de gobierno.  

El Estado mexicano no puede carecer de herramientas eficaces para responder 

ante posibles vínculos entre poder político y crimen organizado. La ausencia de 

mecanismos adecuados no sólo debilita la justicia, sino que erosiona la legitimidad 

democrática. 

                                                           
5 Convención consultada en línea: https://www.unodc.org/documents/treaties/UNTOC/Publications/TOC%20Convention/TOCebook -
s.pdf 
6 Consultada en: Corte Interamericana de Derechos Humanos, jurisprudencia sobre medidas cautelares y función pública. 
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Por ello, la presente iniciativa propone que, ante cualquier señalamiento grave, el 

Estado actúe con rapidez, legalidad, objetividad y sin interferencias políticas, 

garantizando en todo momento el respeto a los derechos fundamentales, pero 

evitando que éstos se traduzcan en inmunidad de facto frente a delitos que atentan 

contra la sociedad en su conjunto. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración de esta honorable 
asamblea la siguiente Iniciativa con Proyecto de: 
 

DECRETO 

Artículo Único. Se adicionan los párrafos sexto y séptimo del artículo 108, y los 

párrafos sexto, séptimo y octavo, recorriéndose los subsecuentes, del artículo 111, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como 

sigue: 

Artículo 108. … 

… 

… 

… 

… 

Cuando existan indicios fundados o imputación formal por la probable 

comisión de delitos de delincuencia organizada, operaciones con recursos de 

procedencia ilícita o delitos contra la salud en su modalidad de narcotráfico, 

en contra de las personas titulares de los poderes ejecutivos de las entidades 

federativas, se activará de manera inmediata un procedimiento de 

investigación a cargo de la Fiscalía General de la República, así como los 

mecanismos de control y fiscalización correspondientes. 

La ley establecerá los supuestos, estándares probatorios mínimos y 

procedimientos para la activación de dichos mecanismos, garantizando el 

respeto al debido proceso y a la presunción de inocencia. 

Artículo 111. … 

… 

… 

… 

… 
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Tratándose de personas titulares de los poderes ejecutivos de las entidades 

federativas, cuando exista imputación formal por la probable comisión de 

delitos de delincuencia organizada, operaciones con recursos de procedencia 

ilícita o delitos contra la salud, o cuando medie solicitud formal de 

cooperación internacional en materia penal por dichos delitos, se podrá 

proceder penalmente sin necesidad de declaración de procedencia. 

En estos casos, el servidor público será separado temporalmente del cargo a 

partir del auto de vinculación a proceso, con el objeto de garantizar la 

imparcialidad de las investigaciones. 

La separación tendrá carácter precautorio y no prejuzgará sobre la 

responsabilidad penal. La ley establecerá los mecanismos de suplencia y 

restitución en caso de resolución favorable. 

… 

… 

… 

… 

… 

Transitorios 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 

el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. El Congreso de la Unión deberá adecuar la legislación secundaria en un 

plazo no mayor a 180 días naturales, contados a partir de la entrada en vigor de 

este Decreto. 

Tercero. Las entidades federativas deberán armonizar su marco jurídico de acuerdo 

con lo previsto en este Decreto, en un plazo no mayor a 180 días naturales, 

contados a partir de la entrada en vigor de este. 

Cuarto. La Fiscalía General de la República emitirá los lineamientos para el 

procedimiento de investigación y los mecanismos de control y fiscalización a que 

hace referencia el presente Decreto, dentro de los 90 días naturales siguientes a la 

entrada en vigor de este. 
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Salón de sesiones de la Comisión Permanente del honorable Congreso de la Unión, 

a 15 de julio de 2026. 

 

 

Dip. Marcelo de Jesús Torres Cofiño 

 

 

 

________________________________ 


